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Acta N° 203 de mayo 3 de 2016
Decide la Sala esta acción de tutela propuesta por Andrés Felipe Morales contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados el Ministerio Público y la Defensoría del Pueblo. 
ANTECEDENTES

Andrés Felipe Morales, actuando en su propio nombre, presentó acción de tutela contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, por la presunta violación de los derechos “al debido proceso, la igualdad y la debida administración de justicia”, cuya protección depreca, junto con la orden a la funcionaria de admitir la acción popular que allí radicó, que le conceda amparo de pobreza, le notifique sobre la demanda a la accionada; que le informe a la comunidad de su inicio por medio de la emisora de la Policía; se escanee copia de la tutela y del fallo a un correo electrónico, y que se anexe copia de la tutela a la acción popular  para que la tutelada cumpla con su deber función.
Dijo en su escrito que presentó una acción popular que quedó radicada en ese despacho judicial al número ”2016-129”, misma que fue rechazada por falta de competencia, decisión que recurrió en reposición y apelación, pero la funcionaria resolvió desfavorablemente, en clara violación del artículo 16 de la Ley 472 de 1998; y que como no tiene vínculo laboral se le conceda amparo de pobre en su acción popular.
Se dispuso el trámite respectivo y la vinculación del Ministerio Público y la Defensoría del Pueblo. La funcionaria accionada se limitó a remitir las copias de la aludida acción popular. Luego el señor Javier Arias arrimó una petición, en el sentido de que se le informe en derecho el porqué se le notifica después de las 4:00 p.m. finalizada la hora laboral. Por su parte, la Procuradora Regional Risaralda, precisó que su intervención está orientada a verificar, como ente de control, las defensa de los derechos e intereses colectivos.
CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta oportunidad en procura de los derechos fundamentales “al debido proceso, igualdad y debida administración de justicia”, bajo la premisa del desconocimiento de la regla contenida en el artículo 16 de la Ley 472 de 1998. 
Reiteradamente se ha dicho que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia T-022 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a que (i) el asunto tenga relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que la irregularidad procesal tenga incidencia en la decisión de fondo; (v) que los hechos hayan sido cuestionados dentro del proceso; y (vi) que el fallo censurado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental, y (iv) fáctico; así como en (v) el error inducido, (vi) la decisión sin motivación; (vii) la violación directa de la Constitución; y (viii) el desconocimiento de precedentes.     
Para la Sala no todos los requisitos generales se satisfacen, si bien aún no se define nada sobre la competencia, porque es sabido que al recibir el expediente, el Juez Civil del Circuito de Bogotá al que se le reparta, tendrá la opción de asumir la competencia; o si considera que no la tiene, generar el conflicto que corresponda, que tendría que dirimir la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia. Esto pone al descubierto lo prematuro de esta acción de tutela, pues en el camino quedan alternativas para el accionante de recurrir las providencias que eventualmente se dicten. Es decir, que no se cumple el requisito de la subsidiariedad, ya que existen otros remedios de defensa judicial por agotar, a lo cual se suma que definir la situación planteada por el juez constitucional significaría invadir la órbita del juez natural. 

Por consiguiente, en los términos del numeral 1° del artículo 6 del Decreto 2591 de 1991, la acción se declarará improcedente. 
En cuanto a la petición de que se disponga la concesión de un amparo de pobreza dentro de la acción popular y de que se ordene la notificación a la comunidad por medio de una emisora, por sustracción, nada puede concederse; esto sin contar con que tales reclamos deben promoverse dentro de la actuación respectiva, ante el juez de conocimiento. Igual acontece con la que busca que se anexe copia de esta demanda a la acción popular.  
  



En cuanto a la petición de que se escanee su tutela y se remita copia del fallo a su correo electrónico, se tiene que de todo lo actuado se le envía copia al correo electrónico suministrado para recibir notificaciones personales. 
   



Se absolverá a las demás entidades involucradas, por no hallarse trasgresión alguna de su parte, en relación con los derechos invocados en amparo.
Finalmente, en lo que hace a la petición de folio 13, basta decir que no se atenderá, porque el señor Javier Arias no es parte en esta acción. 
DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, SE DECLARA IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Andrés Felipe Morales contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, en esta acción a la que fueron vinculados el Ministerio Público y la Defensoría del Pueblo. 
Se niegan las demás pretensiones incoadas.

Se absuelve a las demás entidades involucradas dentro del asunto.
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Una vez regrese el expediente, archívese sin más trámite si no hay impugnación o revisión. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
CLAUDIA MARIA ARCILA RÍOS  

   DUBERNEY GRISALES HERRERA
� Sentencia C-543-92
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